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Editorial

La capital santandereana ha sido noticia por el desarrollo de obras de infraestructura y megaproyectos que 
en voz de los gobiernos locales son una apuesta para mejorar la calidad de vida de sus habitantes. Sin 

embargo, tras la inauguración de proyectos como el Viaducto de La Novena, del llenado del Embalse o del 
rediseño del otrora parque de la ciencia y la tecnología Neomundo hay historias de prórrogas y adiciones en la 
contratación, cuestionamientos sobre el impacto ambiental y falta de planeación para el aprovechamiento de los 
recursos públicos. 

Igual sucede con las más recientes obras viales como la Conexión Vial Oriente-Occidente que propone 
ampliar la calle 54 de Bucaramanga, el Tercer Carril y el intercambiador del Mesón de Los Búcaros, frente a las 
cuales los ciudadanos cuestionan sus trazados así como su impacto ambiental, ya que por lo menos las dos 
últimas contemplaron la tala de árboles a lo largo de los antiguos corredores que aún conservaban algunos 
‘pulmones’.

Aunque el eje temático de esta edición se concentró en poner lupa a obras de infraestructura, decidió 
otorgarle portada a una realidad que pese a estar a 14 horas de Bucaramanga en carro, refleja el drama humano 
de comunidades como la wayúu. En un viaje hasta las rancherías de La Guajira, tres estudiantes lograron retratar 
en un reportaje los problemas de desnutrición y acceso a agua, y la manera en que los indígenas han llegado a 
vender a bajos precios sus artesanías para sobrevivir. 

Esta revista también desarrolló dos temas relacionados con el impacto ambiental: la decisión sobre la 
construcción de un nuevo relleno sanitario, dado el colapso de El Carrasco desde hace varios años, y el llamado 
que hacen los habitantes del municipio de Tona sobre cómo será la compensación ambiental tras la construcción 
del Embalse.

La publicación es producto de ejercicios de reportería de los estudiantes del Semillero de Investigación en 
Prensa Escrita de la revista Plataforma y de Géneros Periodísticos II de la Facultad de Comunicación Social-
Periodismo de la Universidad Pontificia Bolivariana Seccional Bucaramanga durante el primer semestre de 2015. 
También de la Electiva Periodismo de Investigación, bajo la orientación de la docente Jazmín Rodríguez. Como 
trabajo colectivo, esta revista ofrece contenidos de calidad para que los ciudadanos se informen pero además 
cuenten con elementos para hacerle veeduría a proyectos que se realizan con recursos públicos.  

Agradecemos sus comentarios o sugerencias a plataforma@upb.edu.co, a la cuenta en Facebook Revista 
Pfm (Plataforma) o al Twitter @RevistaPfm. También puede compartir en línea nuestros contenidos publicados 
en www.plataformaupb.com.
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Mochilas

Tras la elaboración 
de la tradicional 
mochila wayúu están 
las manos de miles 
de indígenas que 
con el tejido buscan 
sobrevivir a la crisis de 
La Guajira. Esta es la 
historia de cómo una 
comunidad prefiere 
casi ‘regalar’ su 
trabajo para suplir sus 
necesidades básicas.

“Tü sutaletuin 
moju sin tü 
wayukalirua”: 
Los colores 
tristes de los 
wayúu

En primer plano, los colores vivos y alegres de las tradicionales mochilas wayúu, y de fondo, las madres reunidas con Matilde planeando una marcha contra la triste 
situación de desnutrición infantil. Foto: Linda Samara Díaz.
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Por:
Samara Díaz | linda.diaz.2013@upb.edu.co
Milena Bernal |  milena.bernal.2013@upb.edu.co
Alejandra Marín |  melba.marin.2013@upb.edu.co

En medio del desierto, bajo el sol ardiente y 
la sequía que azota a La Guajira, con una 

temperatura de más de 40 grados centígrados, Matilde 
López Aprushana, líder indígena wayúu, realiza su 
rutinario recorrido hacia las olvidadas rancherías de 
su etnia que están a menos de veinte minutos de 
Riohacha, la capital departamental. 

En el camino se encuentra barro tostado por donde 
antes pasaba el río Ranchería, el más grande que 
atravesaba la región pero que por culpa de la sequía 
más larga de los últimos treinta años se ha convertido 
en una pista de agujeros donde la comunidad trata 
de rebuscar gotas del preciado líquido. En otros 
resguardos indígenas, lejos de este lugar, la comunidad 
sobrevive con el agua que obtienen de los jagüeyes, 
unos depósitos artificiales de agua, así como por los 
molinos de viento que instaló el gobierno militar de 
Gustavo Rojas Pinilla en 1955. 

Al llegar a una de las rancherías indígenas, la líder 
encuentra a toda la comunidad reunida bajo la sombra 
de un viejo rancho, el mismo que ha sido testigo del 
trabajo comunitario al que no solo se dedican mujeres 
sino niños, hombres y ancianos: tejer. Esta actividad  
se convirtió en la principal fuente de sostenimiento 
económico de la población. 

A dos horas de esta ranchería está Uribia, la capital 
indígena de Colombia. Allí funciona el Mercado Nuevo, 
un lugar controlado por los Alijunas, foráneos que no 
son más que comerciantes informales que le compran 
las artesanías a los wayúu para luego revenderlas en 
el mercado nacional e internacional. “En este lugar se 
ha creado un ‘mercado negro’ donde se desconoce el 
valor cultural y monetario de nuestro trabajo artesanal”, 
dijo Elías Peláez*, un indígena de Uribia que solicitó la 
reserva de su identidad.

Los wayúu consideran que estos comerciantes 
informales se aprovechan de su necesidad. Por sus 
mochilas el máximo pago que reciben es de 60 mil 
pesos, pero hay algunos que sólo han recibido 18 mil, 
cuando en distintos rincones del país su precio puede 
llegar a por lo menos 300 mil pesos.  “Es triste que 
estos acaparadores se llenen los bolsillos de dinero 
lucrándose con nuestra necesidad”, replica Matilde 
en medio del trabajo comunitario de los tejidos, listos 
para ser enviados a Uribia tras dos semanas y media 
de elaboración. ►

Debido a la sequía más larga en los últimos treinta años, el río Ranchería, reconocido 
por ser el más grande que atraviesa el departamento de la Guajira, se ha convertido 
en un gran sendero ausente de líquido, ausente de vida. Foto Linda Samara Díaz.

Entre los años 2008 y 2013, el Departamento Administrativo Nacional 
de Estadística (Dane) reportó 4 mil 151 niños muertos por desnutrición 

en la Guajira. Foto: Linda Samara Díaz.
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Miguel Ángel Epeeyüi, escritor de la cultura 
wayúu, asegura que existe un intento del Gobierno 
Nacional por preservar y proteger los derechos de 
autor y el trabajo artesanal por medio de la institución 
pública Artesanías de Colombia, encargada de velar 
y comercializar nacional e internacionalmente los 
productos artesanales. Sin embargo, “las artesanías y 
artesanos wayúu están huérfanos de políticas públicas 
por parte del gobierno municipal y departamental, 
¡ni siquiera existe un presupuesto para esto!”, dice el 
escritor.   

Las mochilas wayúu, que en wayuunaiki se traduce 
a susu>u, tienen un valor cultural proveniente de 
herencias invaluables, y en ellas se plasma por medio de 
sus tejidos un lenguaje visual que interpreta el universo, 
la naturaleza y el sello espiritual de los indígenas. La 
simbología plasmada en las mochilas se debe además, 
al Kanasü, que significa dibujo o diseño ancestral. 
Entre más complejo el Kanasü más costosa es la pieza 
y mucho más apreciada la mujer que lo sabe tejer. 

La comunidad es testigo de la gran paradoja 
que visita hace mucho tiempo a su tierra, uno de los 
departamentos más ricos del país, que en los últimos 
20 años habría recibido cerca de cinco billones de 
pesos en regalías, está muriendo de hambre. Entre 
los años 2008 y 2013, el Departamento Administrativo 
Nacional de Estadística (Dane) reportó 4 mil 151 niños 
muertos por desnutrición en La Guajira: 2 mil 671 a 
causa de enfermedades alusivas a ésta, 278 por 
inanición, y mil 202 que no alcanzaron a nacer. Todos 
ellos pertenecientes de la cultura wayúu.

El arte aún no salva a los wayúu
Desesperados por la mortalidad infantil en su 

departamento, la líder Aprushana junto a una comitiva 
de indígenas se dieron a la tarea de viajar por sus 
propios medios a Bogotá y hacer visible la situación 
ante el Congreso de la República. El 29 de abril de 
2014 llegaron al capitolio con botellas llenas del agua 
sucia, la misma que extraen de lo que alguna vez fue 
el río Ranchería para mostrarles el tipo de agua que 
consumen.

Allí, la Comisión Séptima del Senado citó a once 
funcionarios, entre ellos el Ministro de Salud, Alejandro 
Gaviria, y en ese entonces el director del Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar (Icbf), Marco Aurelio 
Zuluaga, para responder por la crisis alimentaria en La 
Guajira y plantear soluciones de corto plazo al drama 
que vive este departamento.En el año 2014 los indígenas presenciaron la sequía más fuerte durante los últimos 

treinta años en el departamento de La Guajira. Foto Linda Samara Díaz.

Matilde López Arpushana recibió el Premio Nacional a la Defensa de los Derechos 
Humanos (DDHH) en la categoría “defensora del año”, otorgado por la fundación 
sueca Diakonia en colaboración con la Unión Europea (UE), el 9 de septiembre de 

2014, en Bogotá. Foto: Linda Samara Díaz.
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Los indígenas también exigieron que se solucionara 
el problema de la escasez de agua, argumentando que 
la salud no podría existir si no se conserva este líquido 
vital. Ante esta situación, Rafael Ceballos, alcalde de 
Riohacha, afirmó que “hay serias limitaciones para 
el aprovisionamiento de agua potable para estas 
poblaciones, y esto empieza a tener incidencia en la 
salud de los niños ocasionando la muerte”.

No obstante, los wayúu en medio de la escasez 
tienen que hacer prosperar los cultivos, trabajar con el 
pastoreo y demás actividades de auto-sostenimiento. 
Pero en consecuencia de la falta de agua los indígenas 
intensificaron la actividad ilegal de extracción de carbón 
vegetal, la cual consiste en la tala indiscriminada de 
árboles para la elaboración del carbón, y de esta manera 
obtener dinero por su comercialización. 

La líder Aprushana, en medio de la reunión ante los 
funcionarios, protestó por la negligencia de la  estrategia 
nacional De Cero a Siempre, actividad a cargo de la Alta 
Consejería Presidencial para Programas Especiales, la 
cual consiste en crear planes, programas y acciones 
que garanticen el desarrollo infantil de la primera infancia. 
La Alta Consejería ha destinado un equipo de trabajo 
que se encargue de implementar la estrategia en cada 
departamento, entre ellos el Icbf, el cual se  encarga 
específicamente de la operación de servicios de esa 
estrategia en los Centros de Desarrollo Infantil.

“¿De qué habla el Icbf? Éste no puede decir que 
los niños son sujetos de derechos. ¡Los niños de La 
Guajira no son sujetos de ningún derecho!, solamente 
establecido en el papel, pero resulta que con el papel 
nadie come”, afirmó la líder.

Un caso que visibiliza la desnutrición infantil es el de 
Luis, un niño indígena de seis años, con estatura de 81 
centímetros y que había perdido más del cincuenta por 
ciento de su masa corporal. 

En una ranchería a más de cuatro horas de Riohacha, 
Matilde habló con la familia de Luis para que lo dejara 
en manos suyas y así llevarlo a un centro de salud en la 
capital, donde vive ella. Dos semanas después al salir 
de allí, Luis fue atendido en la casa de la líder, mientras 
terminaba de recuperarse por completo.

Una noche mientras esta madre sustituta dormía, 
un ruido que provenía de la cocina interrumpió su 
descanso. Era Luis, hurgando entre la nevera, buscando 
con desesperación algo para comer. De inmediato, ella 
le pidió al niño que regresara a la cama y al mismo 
tiempo se dirigió a su dormitorio para conciliar el sueño. 
Tiempo después, quizás 40 minutos más tarde, el ruido 
volvió a despertarla pero este sonido ya no provenía 
del abrir y cerrar de la nevera. Era el del plástico de una 
bolsa que estaba en la cocina. Luis estaba dentro de 
la caneca de la basura buscando nuevamente algo de 
comer. ►

La búsqueda de agua es una de las tareas más difíciles para la comunidad wuayúu 
en medio del desierto. Foto: Linda Samara Díaz.

Pese a la desnutrición infantil, las sonrisas inocentes de los niños wayúu han creado 
resistencia en su pueblo indígena. Foto: Linda Samara Díaz.

“Nos están matando. Están 
acabando con nuestro pueblo 

indígena. La negligencia del Gobierno 
Nacional y Departamental nos 

está exterminando”: Matilde López 
Aprushana, líder indígena wayúu.
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A diferencia de muchos niños que se sumaron a la 
cifra de mortalidad por causa de hambruna y falta de 
agua, Luis le ganó la batalla a la muerte.  

El alcalde de Riohacha afirmó que hasta el momento 
el gobierno no ha logrado hacer lo suficiente para frenar 
la situación de desnutrición y pobreza de los indígenas. 
“No se ha resuelto la problemática del agua, que es lo 
principal, y así como otras formas de generar ingresos 
para estas comunidades”, dijo Rafael Ceballos.

El 23 de julio del año 2014 se creó en Rioacha un 
centro de recuperación nutricional llamado en lengua 
wayuunaiki TepichiKana’a, que significa por la vida de 
los niños. Este centro nutricional se encarga de atender 
a los menores indígenas que presenten problemas 
alimenticios y nutricionales.

Sin embargo, los planes acordados en la Comisión 
Séptima del Senado para frenar esta situación ya fueron 
destinados a distintos organismos institucionales del 
departamento. Un acuerdo pactado en la Comisión 
fue identificar a las comunidades indígenas más 
afectadas por desnutrición. En Riohacha focalizaron 
400 comunidades de las más de 6 mil que hay.

Para solucionar el problema del agua, la 
Corporación Autónoma Regional de la Guajira 
(Corpoguajira), máxima autoridad ambiental del 
departamento, se comprometió a realizar estudios 
geológicos y geoeléctricos financiados por el Gobierno 
Nacional para construir cinco pozos de abastecimiento 
de agua en distintos puntos de ubicación aledaños a 
las comunidades.

Indígenas amenazados
Frente a sus insistentes denuncias en contra de la 

desnutrición infantil y la negligencia gubernamental, 
Matilde Aprushana y otros activistas han recibido 
amenazas por parte de la banda criminal ‘los Rastrojos’. 
El 5 de noviembre de 2014 circuló un panfleto firmado 
por esta banda, amenazando a Francisco Ipuana y 
Ketty Pusaina, dos indígenas que han respaldado las 
denuncias de Aprushana.

“Ustedes han dañado la buena imagen de 
personalidades públicas a cargo de este programa 
quienes fueron separados de sus cargos por culpa 
de sus denuncias y deberán pagar con sus vidas tal 
falacia, si se niegan a abandonar la ciudad”, señala el 
panfleto. 

Pese a las amenazas, Matilde y la comunidad 
wayúu siguen resistiendo en el territorio exigiéndole al 
gobierno la protección de sus derechos y el apoyo para 
hacerle frente a la desnutrición y las dificultades que 
han tenido para acceder a agua potable.

Desde los orígenes de la cultura 

wayúu, la elaboración de la mochila y 

demás artesanías eran exclusivamente 

trabajo de la mujer, mientras que 

los hombres trabajaban con el 

pastoreo, la caza de animales y los 

cultivos de pancoger. Ahora, tras las 

difíciles condiciones del hábitat y a 

las necesidades económicas que aún 

padecen cientos de indígenas, toda la 

comunidad se reúne para trabajar en 

la elaboración de sus artesanías.

La elaboración de las artesanías wayúu es realizada por todo el colectivo 
étnico para así poder comercializar sus tejidos y de esta manera 

sobrevivir. Foto: Linda Samara Díaz.
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Parque Intercambiador Vial Neomundo 

De Parque Interactivo 
a Centro de 
Convenciones

El 27 de octubre 
de 2014 comenzó 
la construcción 
del Nuevo Centro 
de Convenciones 
de Bucaramanga, 
una obra en la 
que la Alcaldía de 
Bucaramanga ha 
invertido más 3 mil 
700 millones y tiene 
un avance del 10 por 
ciento. Su construcción 
ya presenta atrasos en 
el cronograma.

Valco Constructores adelanta la construcción de las obras correspondientes a la estructura del 
Gran Salón. Foto: Aracely López Rueda.

Neomundo
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Por:
Aracely López Rueda | blanca.lopez@upb.edu.co

Neomundo, el parque de ciencia y tecnología 
que le costó a la ciudadanía cerca de 64 mil 

millones de pesos y nueve años de espera mientras se 
culminaba su construcción, dejará de existir. De sus 
instalaciones solo se conservará intacto el auditorio 
porque por lo menos 28 mil metros cuadrados de la 
estructura actual serán demolidos y adecuados, para 
dar paso a lo que será el Centro de Convenciones 
de Bucaramanga. La obra tendrá un valor de 68 mil 
millones de pesos.

El Parque Interactivo fue un proyecto de la 
administración de Luis Fernando Cote Peña (1998-
2002), que contó con el apoyo del sector privado. 
Pero este sólo fue inaugurado hasta 2003 durante la 
administración de Iván Moreno Rojas (2000-2004), 
quien fue condenado en 2014 por la Corte Suprema 
de Justicia por tráfico de influencias e irregularidades 
en contratos viales en la capital de la República. Para 
entonces Moreno abrió las puertas de Neomundo 
cuando sólo estaba lista una sala, hecho seriamente 
criticado. Fue solo hasta el 2006 con la iniciativa de 
Hugo Aguilar que Neomundo abrió todas sus salas.   

Por este mismo tiempo, la administración municipal 
construía el llamado Intercambiador Vial de Neomundo, 
que terminó limitando el acceso al público y afectando 
la situación financiera del Parque Interactivo. Una 
década después el nuevo proyecto de la Alcaldía, que 
propone “demoler y adecuar” lo que iba a ser un centro 
de ciencia y tecnología, supone que los 64 mil millones 
invertidos de forma inicial se fueron al traste. “Lo que 
se estaría haciendo es una mejora ostensible al lugar”, 
responde Clemente León, secretario de Infraestructura 
de Bucaramanga, cuando se le pregunta sobre el 
nuevo proyecto.

Édgar Suárez, expresidente del Concejo de 
Bucaramanga, considera que la mejor opción es 
sólo adecuar la obra que ya existe para no incurrir 
en daño fiscal ni en detrimento al erario público. “Se 
puede incurrir en futuras demandas por parte de los 
diseñadores del proyecto, como ya al parecer lo viene 
instaurando el señor Lewis Vega, quien fue el diseñador 
del antiguo edificio”, dice. 

Esta no es la única controversia que ha suscitado 
la construcción del Centro de Convenciones. 
Mientras la Cámara de Comercio de Bucaramanga 
sostenía que un predio vecino al Centro de Eventos 
y Exposiciones de Bucaramanga (Cenfer), en la vía 
Girón-Bucaramanga era viable en términos financieros 
para construir un nuevo centro de convenciones; el 
Municipio de Bucaramanga argumentaba que el mejor 

Según Valco Constructores, la empresa solicitó dos meses adicionales de prórroga 
para terminar la primera fase de adecuación porque tuvieron algunos inconvenientes 

con los planos originales entregados por el Municipio. Foto: Aracely López Rueda.

Otro problema que señala Valco Constructores en el atraso de la obra es la 
consecución del acero nacional, que se vio afectado al inicio de la obra durante el 

paro camionero de febrero. Foto: Aracely López Rueda.
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Las obras que conformarán el nuevo Centro de Convenciones se unirán por 
medio de una cubierta sobre las edificaciones. Foto: Aracely López.

La construcción del Gran Salón va así: cimentación, 80 por ciento; columnas 
del primer sótano, 80 por ciento; placa del primer sótano, 70 por ciento, y 

columnas del segundo nivel, 30 por ciento. Foto: Aracely López.

sitio era  Neomundo, ya que su ubicación es cercana a  
hoteles, restaurantes, centros comerciales y centros de 
salud. La segunda opción fue apoyada, como quedó 
consignada en varias noticias de la prensa local, por los 
senadores Jaime Durán Barrera, Honorio Galvis Aguilar 
y Bernabé Celis.

Fue así como el 6 de diciembre del 2013 la junta 
directiva de Neomundo cambió sus estatutos para 
rebautizar el Parque Interactivo como Corporación 
Centro de Convenciones, Ciencia, Tecnología, 
Innovación y Cultura de Bucaramanga Neomundo, y 
cambiar además el uso del terreno. Según Clemente 
León, eso significa que en la práctica no dejará de ser 
un Parque Interactivo sino que incorporará elementos 
de un centro de convenciones en el que se puedan 
desarrollar eventos.

Luis David Arévalo Durán, presidente de la Sociedad 
Santandereana de Ingenieros, considera que la nueva 
propuesta debe garantizar un buen gerente, pues a 
su juicio lo que le faltó al Parque Interactivo fue “un 
doliente, una persona que tenga los conocimientos 
suficientes y que se le aporten recursos”, señala.

Según documentos obtenidos por Plataforma por 
medio de derechos de petición, la obra total costará 
68 mil millones de pesos. De estos, 43 mil serán 
girados por el Gobierno Nacional y la Gobernación de 
Santander, y 25 mil por la Alcaldía de Bucaramanga. 
Ya el Municipio invirtió los primeros 5 mil millones en 
la licencia de construcción y estudios previos. Las 
entidades del orden nacional y local suscribieron un 
acta de declaración de aportes que si bien muestra 
su intención por impulsar la obra, no garantiza que lo 
hagan.

Desde que las entidades firmaron dicha acta en 
2013, el proyecto planteó la construcción del Centro 
de Convenciones por fases. La primera fase tiene como 
título “construcción de obras generales y estructura del 
gran salón” y está a cargo de la Alcaldía, quien licitó las 
tareas por 20 mil millones de pesos. El responsable es 
Valco Constructores, que según documentos públicos, 
está en cabeza de la construcción de la vía San Gil-
Charalá y parte del Tercer Carril.

Para garantizar los 20 mil millones con los que se está 
trabajando en la fase uno, el Concejo de Bucaramanga 
tuvo que aprobar vigencias futuras ordinarias, es decir, 
dineros de los presupuestos de los próximos años.► 
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Del listado de obras de infraestructura vial que se 
aprobaron en el Concejo, el Centro de Convenciones 
fue la última en recibir el visto bueno. La diferencia es 
que los concejales determinaron que ésta no contará 
con los recursos que se recauden con el impuesto de 
valorización. 

En la actualidad, Valco trabaja en la remoción 
de tierras y adecuación del gran salón pero según 
estableció el contrato sólo tendrá 13 meses para 
hacerlo. El 26 de octubre de 2015 será el momento 
en que la constructora deberá entregar lista la primera 
fase para que luego la Gobernación y la Nación 
entren a licitar la fase dos, que corresponden a obras 
civiles, entre ellas, la demolición. La Gobernación de 
Santander asegura que de los 43 mil millones a cargo 
de su administración y el Estado, 18 mil saldrán del 
Fondo Nacional Regalías. La preocupación es que con 
la crisis de petróleo aún es incierto si se garantizará a 
tiempo o no esta suma.

De momento Valco sigue en terreno adelantando 
obras de cimentación y construcción de la estructura 
del Gran Salón, pero la Cámara de Comercio de 
Bucaramanga advirtió en un informe de abril de 
2015, tras un proceso de veeduría, que desde ya hay 
atrasos en el cronograma. Liliana Meza, codirectora 
de obra de Valco, reconoce que hay atrasos y los 
atribuye principalmente a que la constructora tuvo 
inconvenientes con los diseños originales que les 

suministró la Alcaldía. Aunque el Municipio es el 
responsable de hacer los ajustes, dice Meza, Valco ha 
apoyado ese proceso de rediseño con un profesional 
de la compañía. 

Según Meza, el paro camionero de febrero de 2015 
también los afectó. “La construcción de la estructura 
como tal comenzó a principio de marzo y coincidió con 
el paro camionero. Eso nos afectó porque nos solicitan 
trabajar con el acero nacional y ese acero viene desde 
Duitama (Boyacá)”, explica Meza.

A la fecha Valco ha solicitado una prórroga de dos 
meses que aún está en estudio. De concederse, la 
obra ya no se estaría entregando en octubre de este 
año sino en diciembre. “Nuestra meta es entregarlo en 
el momento, pero no depende de nosotros, depende 
de que todas las situaciones estén definidas, y a la 
fecha faltan definiciones de diseño que no tenemos 
claras”, afirma. 

Tras la historia de improvisaciones que registró 
el funcionamiento de Neomundo y las recientes 
decisiones sobre la ‘transformación’ de este edificio y 
de cómo se garantizará su financiación, la ciudadanía 
espera que esta vez los casi 70 mil millones de pesos 
que prometen invertir no se queden a la deriva en una 
mole de cemento. 

Los dineros girados por la Administración Municipal son recursos propios 
del Instituto Municipal de Cultura, pero es la Secretaría de Infraestructura 

quien los está ejecutando. Foto: Aracely López.

Valco Constructores ha dispuesto parte de su personal para trabajar de 
día y de noche con el fin de adelantar las obras. Foto: Aracely López.
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Tercer Carril

Los habitantes 
de la Comuna 9 
de Bucaramanga 
denuncian falta de 
socialización en el 
desarrollo de las 
obras del Tercer 
Carril, pero sobre 
todo preocupación 
por la transformación 
y pago de los 
predios que serán 
demolidos.

En medio de irregularidades 

Tercer Carril, 
un proyecto 
con una 
movilidad 
atravesada

Casas demolidas en el barrio San Martín. Foto: Juan Camilo Gómez Angel.
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Por:
Juan Camilo Gómez Angel | juanca.gomez@upb.edu.co

La construcción de El Tercer Carril arrancó con 
su primera piedra en diciembre pasado y aún no 

se ha concluido la adquisición de todos los predios. 
Mientras tanto, algunas familias de los barrios San 
Martín y Antonia Santos, de Bucaramanga, aseguran 
que quedaron en la calle porque la obra atraviesa sus 
hogares.

Pese a que el secretario de Infraestructura de 
Bucaramanga, Clemente León, anunció en septiembre 
de 2014 que ya habían adquirido todos los predios 
necesarios para la construcción del Tercer Carril, 
cumpliendo con los procedimientos que estipula la 
Ley, los habitantes de estos barrios aseguran que no 
se les ha pagado la totalidad por sus terrenos.

En el sector que rodea la construcción de 
dicho proyecto hay más de cinco viviendas con 
problemas generados por la misma obra y la Alcaldía 
de Bucaramanga no da respuesta sobre el pago 
acordado. Dos de estas familias aseguran que “las 
dejaron en la calle” porque la empresa JHG (consultora 
encargada de la compra de los predios) no les ha 
entregado el dinero correspondiente. La situación de 
estos propietarios es estudiada por la Defensoría del 
Pueblo Regional, según corroboró el presidente de la 
Junta de Acción Comunal, Jhon Utrera.

En noviembre de 2013, con pulcra puntualidad, el 
Municipio le entregó 17 mil millones a Motoreste por 
sus predios. Por el contrario, en los barrios Antonia 
Santos y San Martín las familias expresan que han 
sido víctimas de engaño y presión para desalojar los 
predios por parte de los encargados de la Alcaldía y 
de la firma JHG. Otros dueños de predios aseguran 
que el precio del avalúo no facilita la posibilidad de 
conseguir otras viviendas similares.

Martha Tarazona, habitante del barrio San Martín, 
contó con tristeza que fue engañada por la empresa 
consultora encargada de comprar los predios. En 
un principio le dieron un adelanto de 22 millones 
de los 86 que habían pactado; dos meses después 
le entregaron 15 millones más y de pronto llegó el 
abogado encargado, junto con más de 20 policías, 
a sacarlos a la fuerza de su residencia. Ese día ella 
estaba en casa con su padre, un señor de la tercera 
edad, y juntos tuvieron que sufrir lo que ella define 
como una “vergüenza”. Hasta la fecha no han 
solucionado su situación.

Suspender los servicios públicos ha sido uno de los 
mecanismos de presión de las autoridades para que 
las familias abandonen sus predios. Fue por ello que 
líderes comunales enviaron derechos de petición a la 
Alcaldía y a distintas empresas de servicios públicos 
solicitando informar de dónde provenía la orden. 
El Municipio respondió negándose a entregar los 
nombres de los encargados, lo que impidió avanzar en 
procedimientos legales. ►

Casas demolidas en barrio Antonia Santos. Foto: Juan Camilo Gómez Angel.

El Tercer Carril fue la promesa de campaña del actual alcalde de 
Bucaramanga, Luis Francisco Bohórquez. La obra comprende 2,1 kilómetros 
de vías, le cuesta al municipio 156 mil millones y se construirá en 22 meses. 

Aquí, las primeras demoliciones. Foto: Juan Camilo Gómez Angel.
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Este fue el puesto de salud del barrio Antonia Santos, que en diciembre de 
2014 fue demolido. Foto: Juan Camilo Gómez Angel.

 John Utrera, habitante del barrio San Martín, visitando a sus vecinos más 
afectados. Foto: Juan Camilo Gómez Angel.

Así, en la medida en que avanza la obra van 
apareciendo distintos afectados. Carmen López, 
habitante del barrio Antonia Santos, explicó que su 
casa, así como la de la mayoría de esa zona, han sido 
heredadas y que en ellas habitan personas de más de 
60 años de edad. “Con el dinero que nos entregó la 
Alcaldía, la única solución es irnos a pagar arriendo o 
irnos a una invasión”, aseguró.

Frente a los tratos y presiones señaladas por los 
afectados, Plataforma envió un derecho de petición 
consultándole a la constructora JHG su versión al 
respecto. Sin embargo, la solicitud no fue respondida 
por la constructora sino por la Secretaría de Planeación, 
con la firma del secretario de Infraestructura Clemente 
León. En dicha  respuesta, León indicó que el proceso 
de compra de predios se ajusta a los lineamientos que 
exigen proyectos de utilidad pública como este, “con 
plena observación y seguimiento de los principios y 
garantías constitucionales”.

En la misma situación están cinco familias más y 
Carmen López asegura que a su edad no consigue 
trabajo como para endeudarse. Su familia paga los 
servicios públicos con el dinero que recibe por una 
valla publicitaria que también desaparecerá y, además, 
dejó de laborar porque tiene un hijo con discapacidad 
mental. López cuenta que una mujer de la tercera 
edad, que residía en su cuadra, murió de depresión al 
ver durante una semana cómo demolían su hogar.

Problemas en salubridad
Eduardo Lazo, otro de los habitantes afectados, 

indicó  que la Alcaldía no ha ofrecido una solución a la 
situación de su predio. “Cada vez que vienen nosotros 
preguntamos, pero nunca nos dan respuesta de nada”, 
afirmó.  Él y su familia temen que las grietas que se 
han formado junto a la cama de sus hijos, producto 
de derrumbes cercanos, ocasionen que los muros les 
caigan encima. 

Lazo aseguró que tras las demoliciones comenzaron 
a presentar problemas respiratorios. En esto coincide 
Belky Pico, una de sus vecinas, quien explicó que 
“todos en la familia empezaron a enfermarse del 
pecho”. Patricia Peñaloza, médico especialista en Salud 
Ocupacional, explicó que el material particulado es 
una grave causa del deterioro del sistema respiratorio, 
además de ser un acelerador de asma y bronquitis. 
También es un factor relacionado con la aparición de 
cáncer pulmonar, nasofaríngeo y de vías respiratorias.

“La principal medida para el control del polvo para 
obras públicas es mantener el suelo pavimentado y 
barrer diariamente para reducir las partículas de polvo 
en el ambiente,  según lo establece el programa de 
mantenimiento municipal”, señaló la experta. ►
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Enfermos y sin centro de salud
Además de los problemas de salud generados por 

la obra, realizar esta construcción implicó demoler el 
puesto de salud del barrio Antonia Santos, pero la 
Administración Municipal no ha ofrecido soluciones 
efectivas e inmediatas al respecto. La preocupación 
de los residentes es que este es vital para la atención 
de urgencias en el sector. “En este centro de salud 
se atendían a todas las personas de la Comuna 9 y 
también a personas que vienen remitidas del campo”, 
expresó Carmen López. 

Carlos Roa, trabajador del Instituto de Salud 
de Bucaramanga, advirtió que el Municipio ni el 
Departamento han cumplido con las reuniones para 
definir la reubicación del puesto de salud. La alternativa 
que toman los habitantes de la zona es asistir a 
los puestos de salud de los barrios Pablo Sexto, 
Bucaramanga o La Libertad, pero según explica John 
Utrera, no es fácil recibir atención porque los fichos 
no dan abasto y las citas quedan postergadas por 
alrededor de 20 días después de la solicitud.

Otro impacto de la obra es el ambiental pues implicó 
la demolición de un talud que en 1986  fue plantado 
con árboles por la Corporación Autónoma Regional 
para la Defensa de la Meseta de Bucaramanga 
(Cdmb). Sergio Angulo, integrante del movimiento 
social Dignidad Ciudadana y habitante del conjunto 
residencial Conucos (que también se afectaría con la 
obra), afirma que incluso cuando comenzó la obra, 
la Alcaldía no había realizado un solo encuentro de 
socialización para notificarles a los residentes sobre 
las transformaciones en el predio. Esto sólo ocurrió 
el 30 de abril de 2015, tras varias manifestaciones 
ciudadanas y reclamos públicos. 

A Angulo y a los habitantes del conjunto residencial 
les preocupa la desaparición del talud porque los 150 
árboles que están allí plantados, les suministran calidad 
de aire, protegiéndolos en parte del ruido y el polvo que 
produce la congestión vehicular de la zona. 

Otros ciudadanos señalan que la obra denota 
además una desconexión con el plan de gobierno local 
titulado “Bucaramanga, capital sostenible”. Andrea 
Navarrete, líder de Mujeres Bicibles, un movimiento 
que promueve el uso de la cicla, sostuvo que lo que 
busca el proyecto vial es “favorecer y estimular el uso 
del carro”, cosa que no solucionará el problema de 
congestión vial.

En esto coincide Carolina Galeano, experta en 
Urbanismo Sostenible, quien aseguró que las ciudades 
que le apuestan a la sostenibilidad son aquellas que 
logran una interconexión vial con ciclorrutas.

Plataforma le preguntó a al secretario de 
Infraestructura Clemente León por qué no incluyeron 
en el proyecto la construcción de ciclorrutas, pero 
según el funcionario éstas no están contempladas en 
Plan de Ordenamiento Territorial (POT). Sin embargo, 
León considera que la obra sí cumple con los requisitos 
de sostenibilidad: “si tengo unas vías adecuadas para 
llegar pronto… ahorro tiempo, ahorro combustible, 
ahorro el tiempo de operación, menos contaminación, 
entonces se vuelve una ciudad sostenible”. 

Los residentes de los barrios San Martín y Antonia 
Santos cuestionan por qué el Municipio asegura que el 
Tercer Carril es una obra “sostenible” si desconoce las 
dificultades que tendrán las familias para vivir en lo que 
les quedará de sus predios, si ésta implicará la remoción 
del puesto de salud de la Comuna 9 y eliminará zonas 
verdes que durante años les han garantizado aire puro.

Viaducto García Cadena antes de la intervención del Tercer Carril.              
Foto: Juan Camilo Gómez Angel.

Casa demolida en barrio Antonia Santos, en la que vivían más de tres familias. 
Foto: Juan Camilo Gómez Angel.
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Viaducto

El Viaducto de La Novena 

Una obra 
con muchas 
adiciones 
y pocas 
respuestas

Ciudadanos protestan con carteles, advirtiendo que la obra no tuvo en cuenta la adecuación ni ampliación de las vías de acceso y salida del Viaducto. Foto: Jessica Tatiana Garrido.

La historia de 
esta obra vial no 
es una de luces 
sino de dilaciones 
en los procesos 
de contratación 
y falta de 
planeación en vías 
complementarias 
para su 
funcionamiento. 
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Por:
Jessica Tatiana Garrido Espinosa | jessica.garrido@upb.edu.co
Laura Ruiz | laura.ruizr@upb.edu.co

Desde hace 17 años las autoridades municipales 
reconocieron la necesidad de hacer una obra 

que conectara al Centro de Bucaramanga con la 
Ciudadela Real de Minas y el sur de la ciudad, pero 
solo hasta 2010 comenzó la construcción del Viaducto 
de La Novena. Después de cinco años la obra fue 
entregada en el doble del tiempo estimado, tras varias 
adiciones en dinero y tiempo respecto a lo establecido 
originalmente en el contrato.

El Viaducto de la Novena o Puente Bicentenario, 
contrario a lo que muchos bumangueses creen, 
no fue una obra pensada en la administración de 
Fernando Vargas, el exalcalde de la ciudad que la 
Procuraduría inhabilitó durante once años para ejercer 
cargos públicos por irregularidades en procesos de 
contratación. La idea de esta construcción data de 
1993 cuando el Área Metropolitana de Bucaramanga 
realizó un estudio para conocer la viabilidad de una 
obra que conectara a la Ciudadela Real de Minas 
con el sur de la ciudad. El objetivo era presentar este 
estudio a la administración municipal para concretar su 
ejecución.

Pero un año después de que el Área Metropolitana 
presentó el estudio a la  administración municipal, ésta 
decidió contratar un estudio adicional para evaluar la 
viabilidad de la propuesta. 

La práctica de estudio tras estudio fue constante 
entre 1993 y 2009, dilatando la decisión de licitar y 
comenzar la construcción del Viaducto. La conclusión 
siempre fue la misma: aunque existía la necesidad 
de desarrollar una obra para mejorar la movilidad de 
la capital santandereana, no había el presupuesto 
suficiente para comenzar siquiera con sus cimientos. 

Fue sólo hasta el 27 de mayo de 2010 que la 
Alcaldía de Bucaramanga anunció, después de 17 
años de ser pensado el proyecto, que ya estaba listo el 
contrato para la construcción de la obra a la que para 
entonces bautizó como “carreteable”. Pero antes de 
esta fecha hubo un obstáculo durante el proceso de 
licitación: en la primera convocatoria quienes licitaron 
no cumplieron con los parámetros exigidos, razón por 
la que ésta se postergó. 

A la segunda convocatoria se presentaron 
nuevas propuestas y consorcios, pero la Alcaldía 
antes de asignar la licitación modificó en varias 
oportunidades los cronogramas de la presentación de 
dichas propuestas así como las fechas de estudio y 
adjudicación del proyecto. Esto generó malestar entre 
los consorcios, profesionales de la región e incluso la 
Sociedad Santandereana de Ingenieros, que advirtieron 
presuntas prácticas de corrupción durante el proceso. 

Sin embargo, las denuncias no prosperaron y el 
Municipio le adjudicó el proyecto vial a la Unión Temporal 
Viaducto de La Novena, un consorcio compuesto 

Después de obstáculos en el proceso de licitación, la obra quedó a cargo de 
la Unión Temporal Viaducto La Novena y comenzó el 30 de julio de 2010. 

Foto: Jessica Tatiana Garrido Espinosa. 

Aunque el Viaducto ya fue inaugurado, siguen las obras de adecuación de las 
vías de acceso a la megaestructura. Foto: Jessica Tatiana Garrido Espinosa.
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Tras la solicitud de prórrogas y adiciones por parte del Consorcio, la obra que 
se estimaba en 96 mil millones tendrá un costo final de 134 mil millones. 

Foto: Jessica Tatiana Garrido Espinosa.

A pesar de que la Sociedad de Ingenieros advirtió en su momento 
presuntas prácticas irregulares y la Contraloría de Bucaramanga denunció 
“desfinanciación”, el proyecto siguió adelante con el apoyo de la Alcaldía. 

Foto: Jessica Tatiana Garrido Espinosa. 

por dos empresas: Mexicana de Presfuerzo S.A., 
de origen mexicano, y la compañía colombiana Sig 
Southwestwern International Group S.A. El Municipio 
celebró el inicio de la obra el 30 de julio de 2010, fecha 
en la que el consorcio se comprometió a entregar “el 
carreteable” en 22 meses, en mayo de 2012.

Desde esa fecha pactada transcurrieron cinco años 
en los que el constructor no sólo modificó la longitud del 
puente de 512 metros a 550 metros, sino que realizó 
nuevos estudios y solicitó prórrogas en tiempo y dinero 
para terminar la obra. Dichas decisiones elevaron los 
costos de construcción iniciales estimados en 96 mil 
millones de pesos a un total final de 134 mil millones.

Según los documentos del contrato de construcción 
analizados por Plataforma y obtenidos mediante 
derechos de petición, el consorcio Viaducto de La 
Novena justificó una gran parte de las adiciones hechas 
al contrato que suman alrededor de 36 mil millones de 
pesos en la modificación de la longitud del puente y los 
nuevos estudios que se realizaron para ello.  

La lupa de la Contraloría 
Después de las modificaciones hechas por los 

constructores al contrato y la obra, la Contraloría de 
Bucaramanga realizó una serie de denuncias sobre 
una supuesta “desfinanciación” del proyecto. Aunque 
las obras estuvieron detenidas durante dos meses, por 
falta de pruebas la denuncia del organismo de control 
tampoco prosperó y el Municipio y el constructor 
acordaron un nuevo plazo de 13 meses para la entrega 
del puente.

Sin embargo, esta promesa también se incumplió y 
el Municipio autorizó otros 176 días más de plazo, es 
decir, unos seis meses adicionales. En ese momento 
el Consorcio argumentó la demora  en retrasos en la 
entrega de materiales, ocasionados por el paro agrario 
campesino durante el segundo semestre de 2014 y la 
escasez de acero que se registraba desde 2013.

Después de un poco más de cinco años desde la 
firma del contrato e inicio de las obras, el Viaducto de 
La Novena fue entregado el pasado 10 de abril. Sin 
embargo, varios habitantes del sector y del barrio 
Mutis así como del movimiento Dignidad Ciudadana 
advirtieron que la obra no contempló la adecuación 
ni ampliación de las vías de acceso al puente y 
semaforización.

En la actualidad, los ciudadanos reclaman a la 
administración municipal soluciones al respecto, 
pues aunque la obra resalta por su iluminación, la 
rimbombancia se diluye cuando la entrada y salida del 
viaducto en realidad son “cuellos de botella”.

La idea de construcción el Viaducto 
de La Novena data de 1993 pero sólo 
el Municipio pudo inaugurarlo en abril 

de 2015 después de varios estudios y 
prórrogas en los estudios de licitación. 
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Conexión Vial 

Conexión Vial Oriente-Occidente 

Par vial de la 54, 
¿inversión efectiva?

Con la obra, la calle 54 será la vía ampliada para conectar a los barrios Cabecera y Real de Minas.          
Foto: Diana Mora Isaza. 

Setenta y nueve mil 
millones de pesos 
fue el presupuesto 
destinado por la 
Administración 
de Bucaramanga 
para esta obra. La 
ciudanía cuestiona 
si ésta responde 
a la necesidad de 
movilidad, si su valor 
es justificable y por 
qué el Municipio 
cobró valorización a 
quienes perderán sus 
predios.
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Por:
Diana Mora Isaza  | diana.morai@upb.edu.co 

La Conexión Vial Oriente-Occidente consiste en 
la ampliación de la calle 54 de Bucaramanga 

con el fin de conectar los sectores de Cabecera con 
Real de Minas. Al comenzar la planeación del proyecto, 
el Municipio advirtió que no contaba con los medios 
tecnológicos y logísticos para desarrollar la obra, por 
lo que decidió que este se financiará mediante el cobro 
de valorización. Pero esta decisión generó de inmediato 
malestar entre los dueños de los 117 predios que serán 
intervenidos para la construcción del llamado “Par Vial 
de la 54”. 

Desde el anuncio de la obra la ciudadanía cuestionó 
si la obra sería o no útil, pues al desarrollarse sobre 
el nivel de la vía y estar muy cerca de la calle 56 
podría aumentar la congestión vial existente. A juicio 
de Nicolás Emilio Díaz, experto en valorización e 
integrante del Movimiento Dignidad Ciudadana, esta 
obra generará dos embotellamientos entre las vías 
54 y 56. “Si lo que quieren es velocidad, se requieren 
pasos a desnivel. Con una planeación acertada esto 
lo hubieran contemplado, pues los pasos a desnivel 
pueden ser más económicos”, dice.

Díaz explica que decidió suministrarle información 
sobre ejemplos de proyectos viales en Bogotá, que 
incluso contemplando la idea de hacer obras  a nivel de 
vía pueden lograrse con presupuestos inferiores a los 
proyectados en Bucaramanga. Según explica, en 2014 
en Bogotá inauguraron un puente de doble calzada de 
420 metros de longitud que costó 29 mil 400 millones 
de pesos. El Par Vial en Bucaramanga está calculado 
en  79 millones de pesos; más del doble.

Ismael Orozco, ingeniero de transporte y vías, y 
excalcalde de Floridablanca, coincide con Díaz en que 
hay otras opciones. Por ejemplo, él considera que lo 
que se requiere es un paso elevado por la calle 56. 
“Con este los vehículos en lugar de transitar entre 30 ó 
40 kilómetros, podrían hacerlo a una mayor velocidad 
porque el paso elevado se los puede permitir”.

Otro aspecto criticado al proyecto son los “pares” 
que quiere implementar el proyecto con semáforos. 
Orozco asegura que en un estudio que socializó ante 
el Concejo de Bucaramanga en julio de 2014, advirtió 
que estos semáforos afectarán la movilidad porque 
estarían puestos sobre vías rápidas. El estudio analizó 
la cantidad de vehículos que transitaban por la calle 56 
y los ciclos de los semáforos, concluyendo que cada 
hora se movilizan 670 automotores y que el tiempo 
en que un vehículo tarda estacionado mientras el 
semáforo cambia es de un minuto con 42 segundos. 
Lo anterior significa que el “flujo es bastante lento” y 
que esto puede replicarse en la calle 56.

¿En qué van los 117 predios que serán 
intervenidos? 

Clemente León, secretario de Infraestructura de 
Bucaramanga, aseguró que no todos los 117 predios 
se demolerán. “Unos se van a comprar de forma total 
y otros de forma parcial”, dice. El funcionario explica 
que trabajan en los procesos de negociación de los 
predios, ya que la intervención en algunos casos no 
afectará las áreas totales de todas las viviendas.

Pero para Miriam Solano, habitante del sector 
y cuyo predio está sobre el proyectado vial, esto es 
un problema, pues su vivienda se compone de 158 
metros cuadrados. “Vendrían a quitar todo el jardín, 
el garaje, casi la mitad de la casa y fuera de eso hay 
que construir la fachada y el tamaño final sería muy 
reducido”, advierte.

Solano explica que hace dos años recibió la 
noticia, cuando le llegó una notificación del Municipio 
informándole que su predio sería intervenido. ►

La Conexión Vial Oriente -Occidente atravesará vías importantes como la 
carrera 27 con calle 54. Foto: Diana Mora Isaza. 
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Luego fue visitada por una trabajadora social “que 
nunca volvió” y sólo hace un par de meses un grupo 
de ingenieros encargados del proyecto volvieron a 
realizar una inspección. “Vinieron y tomaron medidas, 
dijeron que solo me quedaban 83 metros cuadrados 
y que ahí se podría construir un apartamento tipo 
estudio. Si comparamos ese espacio con el de la casa, 
no vamos a caber ahí”, dice Solano con angustia. 

El Secretario de Infraestructura explica que el 
Concejo de Bucaramanga ya declaró los 117 de 
predios de utilidad pública y que están socializando 
el proyecto, pero que no han podido presentar las 
ofertas económicas, es decir, cuánto pagarán a 
los afectados, pues el cobro de valorización fue 
suspendido por un juez. Los recursos obtenidos 
por valorización son la fuente de financiación para el 
desarrollo del proyecto vial.

Pero les cobraron la valorización…
Los residentes de la calle 54 de Bucaramanga 

encuentran contradictorio que el Municipio les haya 
decidido cobrar valoración, si precisamente sus 
predios y viviendas serán intervenidos con la obra 
de infraestructura. Es de recordar que el cobro de 
valorización fue demandado por varios ciudadanos, 
quienes consideraron irrisorios los valores impuestos 
por el Municipio. En agosto de 2014 el Juez Segundo 

Administrativo Oral del Circuito de Bucaramanga 
ordenó la suspensión de dicho cobro dándoles la 
razón a los ciudadanos. 

Efraín Sanmiguel Acevedo, director de la Oficina 
de Valorización de Bucaramanga, explica que el 
Municipio decidió cobrarles también valorización a los 
residentes de la calle 54 porque una porción de los 
predios quedará en pie y por tanto su valor comercial 
incrementará. El Secretario de Infraestructura y el 
Director de Valorización señalan que estos predios 
se beneficiarán porque quedarán al borde de una 
vía, compuesta por cuatro carriles. “Esto hará más 
atractivos los bienes inmuebles”, reiteran.

Para los afectados estos argumentos no son 
suficientes. Nidia Infante, propietaria de un predio que 
será intervenido por el Par Vial, afirma que el cobro por 
valorización que llegó a su casa es un despropósito. 
“Seis millones 300 mil pesos”, dice, dinero que decidió 
pagar para beneficiarse del descuento ofrecido por el 
Municipio, pero sobre todo frente al temor de no quedar 
en el listado de morosos en el pago de impuestos. 

El proyecto Conexión Vial Oriente-Occidente sigue 
en veremos porque al igual que otros proyectos de 
infraestructura ha sido aplazado. La administración 
del alcalde Luis Francisco Bohórquez está próxima 
a terminar, por lo que los ciudadanos cuestionan 
si habrá tiempo suficiente para que el Municipio 
resuelva la suspensión de la  valorización y concrete 
el desarrollo de la obra. 

La calle 54 con 30 será una de las calles intervenidas por la obra.            
Foto: Diana Mora Isaza.

La calle 52 con carrera 29 será el punto de partida de la Conexión Vial 
Oriente – Occidente. Foto: Diana Mora Isaza.

20



Mesón de los Búcaros

Mesón de Los Búcaros: 

Un desarrollo ‘in-vial’

Las obras de adecuación del intercambiador ya generan problemas en el flujo vehicular en sentido sur-norte. 
Foto: Jorge Mayorga.

El progreso que 
prometen las obras 
del intercambiador 
del Mesón de Los 
Búcaros se ve 
truncado por los 
daños sociales y 
ambientales que 
ocasionan para 
la ciudad y sus 
habitantes.

Por:
Angélica María Rivero F. | angelica.rivero@upb.edu.co
Jorge Enrique Mayorga | jorge.mayorga@upb.edu.co

Una megaobra propuesta por la administración 
local para resolver el caos vial en la ciudad es 

el Intercambiador del Mesón de Los Búcaros, que está 
ubicado en la carrera 27 con avenida Quebradaseca. 

Pero el impacto social y ambiental que generará esta obra 
causó preocupación entre la comunidad, a tal punto que 
la Escuela Normal Superior interpuso una acción popular 
ante el Juzgado Tercero Administrativo de Oralidad de 
Bucaramanga. El Juzgado les dio la razón imponiendo 
una medida cautelar que frena la tala de los árboles 
mientras la autoridad competente corrobore que la obra 
no afecta de forma ostensible el medio ambiente.►
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Entre los principales impactos del proyecto están 
la tala de 117 árboles que están dentro de los terrenos 
de la Escuela Normal, la demolición de cuatro aulas, 
la remoción de un sitio representativo para la memoria 
urbanística de la ciudad y la expulsión de 60 vendedores 
ambulantes.

La administración o La Normal
El 13 de febrero del 2014 la Alcaldía de 

Bucaramanga entregó a la Escuela Normal Superior 
el diseño definitivo de la obra, pero esta generó 
conmoción entre la comunidad educativa porque no 
se les tuvo en cuenta en la definición de esos diseños 
que afectan de forma significativa el bosque del 
colegio.

Fue por esta razón que Ricardo Pinto, vocero del 
Consejo de Padres de Familia de La Normal, instauró 
una acción popular declarando la violación a los 
derechos colectivos al goce de un ambiente sano y 
la existencia del equilibrio ecológico, cuestionando la 
desaparición de 13 especies diferentes de árboles, de 
los cuales 40 por ciento son nativos con más de 50 
años de antigüedad.  

En agosto de 2014 la Corporación de la Defensa 
de la Meseta de Bucaramanga (Cdmb) analizó los 
árboles que serán removidos por la obra y concluyó 
en un estudio que estos se encuentran en buen 
estado y proporcionan hábitat y micro-hábitats para 
el crecimiento, desarrollo y reproducción de varias 
especies de fauna. 

Pinto, el vocero de los padres, advierte que la obra 
perjudicará no solo la parte arbórea de la Escuela sino 
la infraestructura de la misma. El proyecto demolerá 
cuatro aulas especializadas de química, biología, 
computación y pedagogía, que serán luego reubicadas 
en otros salones ya existentes, no destinados para 
prestar este servicio a los estudiantes.

Según el arquitecto Wilson Rincón, experto en 
contratación pública, La Normal no está en contra del 
desarrollo ni de los deprimidos, sino que considera la 
posibilidad de desarrollar la obra sin que los afecte. 
Por esto, la asociación de padres de familia, algunos 
con conocimientos de arquitectura, elaboró un diseño 
sencillo que no intervenga los predios de la institución 
educativa.

Mientras la Alcaldía contempló en su diseño una 
elipse en la parte central del Intercambiador con un 
diámetro de 8 mil metros cuadrados; la Escuela Normal 
propone que dicho diámetro sea reducido a 4 mil 800 
metros cuadrados con el fin de evitar la tala de los 
árboles y la pérdida de los salones de clase.

El 4 de febrero de 2015 las partes intentaron llegar 
a una conciliación. De un lado de la mesa estuvo la 
Alcaldía en cabeza del secretario de Infraestructura 
Clemente León; del otro, la Escuela con la vocería de 
Pinto. No llegaron a ningún acuerdo. ►

Vendedores ambulantes ofrecen sus productos en la intersección donde 
se realizará la obra. Foto: Jorge Mayorga.

Con pancartas, La Normal protesta frente al diseño propuesto por la Alcaldía 
para construir la obra vial del Mesón de Los Búcaros. Foto: Jorge Mayorga.
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La empresa pública de alcantarillado de Santander (Empas) adelanta trabajos 
en el rediseño de las redes de este sistema, el cual no fue previsto en el 

diseño original de la obra. Foto: Jorge Mayorga.

En el Parque de Los Niños fue instalada la valla que anuncia el desarrollo 
de la obra. Foto: Jorge Mayorga.

“Los vendedores no sabríamos a 
dónde ir”	

Alrededor de 60 familias resultarán afectadas por 
las obras de la construcción del Intercambiador Vial del 
Mesón de los Búcaros, aún sin que la Secretaría de 
Infraestructura las reconozca como tales. Los afectados 
son personas con bajos niveles de educación, edades 
superiores a los 35 años y trabajadores informales 
comúnmente llamados “vendedores ambulantes que, 
de no ser reubicadas por el Municipio, perderían su 
fuente de sustento.  

Hace 18 años María Isabel Estupiñán trabaja en 
los semáforos del sector como vendedora de toallas 
y ambientadores para carros. Ella asegura no conocer 
otro oficio y que en efecto la obra la afectará. Juan 
Pablo Campo, otro vendedor, coincide con María 
Isabel: “el problema es que el gobierno no piensa en la 
gente pobre, en los vendedores ambulantes”.

Como todavía no son reconocidos por la 
administración local, a los vendedores les preocupa 
que la Alcaldía no tenga un plan de contingencia para 
ellos. Otro problema, como explica Kerly Guzmán, 
vendedora, es que el municipio realiza reubicaciones 
en lugares que son inadecuados para el comercio.

Del recuerdo al olvido	
Otro cuestionamiento es la intervención de la 

obra en sitios de memoria de la ciudad. Dos lugares 
emblemáticos se encuentran comprometidos en el 
diseño de la obra del Intercambiador Vial de Mesón 

de los Búcaros: uno es el Restaurante-Bar El Mesón 
de los Búcaros y el otro es la Escuela Normal Superior 
de Bucaramanga.

El primero funcionó durante 56 años al servicio de 
la comunidad bumanguesa así como para visitantes 
extranjeros. Sin embargo, este dejó de existir 
desde el pasado 29 de enero de 2014, cuando una 
retroexcavadora demolió sus paredes y la Alcaldía 
decidió no otorgar la licencia de funcionamiento para 
que pudiera ser trasladado. Por su parte, la Escuela  
Normal ofrece sus servicios educativos desde el 15 
de abril de 1875, reconocida por formar generaciones 
de maestras para la capital santandereana.

José Gustavo Quintero, sociólogo de la Universidad 
Pontificia Bolivariana seccional Bucaramanga,  
asegura que estos hechos perjudican la memoria 
histórica de la ciudad, y es en esa memoria en la 
que se forman las costumbres, hábitos y tradiciones. 
“Jamás estoy diciendo que estoy en contra del 
desarrollo, del progreso y la evolución de una ciudad, 
pero tengamos cuidado, porque sin la historia lo que 
nos queda es nada”, expresó.

Por el momento, lo único claro para la Alcaldía 
es la continuación de la obra. Mientras tanto, la 
comunidad de La Normal espera que el Juzgado 
Tercero Administrativo de Oralidad les siga dando la 
razón ya que no han llegado a una conciliación con 
el Municipio, que insiste en tala de árboles dentro de 
los predios del colegio. Los vendedores informarles 
también esperan ser reconocidos.
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Movilidad

La movilidad va en 
‘contravía’ de los 
bumangueses 

Las rutas del sistema de transporte masivo colapsan en horas pico. Foto: Mateo Sánchez. 

La inconformidad 
rodea la movilidad 
en Bucaramanga. 
Particulares, 
transportadores 
y usuarios exigen 
al Gobierno 
local soluciones 
que mitiguen a 
largo plazo este 
fenómeno que se 
ha prolongado en 
la ciudad durante 
los últimos años, 
ocasionando el 
descontento de la 
ciudadanía.  
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Por:
Karen Campos Galvis | karen.campos.2013@upb.edu.co
María Fernanda Pacheco Cobos | maria.pacheco.2013@upb.edu.co

Desde que una persona recarga su tarjeta de 
Metrolínea con un pasaje que cuesta 1.850 

pesos se remite a esperar la ruta que lo llevará a su 
próximo destino por uno de los corredores viales de 
la ciudad. El traslado puede demorar entre 40 y 60 
minutos, lo que deja al descubierto que la movilidad es 
una de los inconvenientes que a diario deben soportar 
los habitantes. 

Según el Plan de Ordenamiento Territorial 
(POT), la ciudad cuenta con tres arterias viales: la 
carrera 27, la carrera 33 y la diagonal 15. Estas 
fueron complementadas con el Sistema Integrado 
de Transporte Masivo, Metrolínea, que comenzó a 
construirse cuando el alcalde era Honorio Galvis (2004-
2007), prometiendo que este sistema no sólo iba a 
ser una alternativa de transporte al público sino que 
mejoraría la movilidad. Metrolínea fue inaugurado el 22 
de diciembre de 2009.

Héctor Gerardo Cáceres Rincón, gerente de la 
Empresa de Movilidad y Servicios de Bucaramanga, 
una institución adscrita a la Dirección de Tránsito de 
Bucaramanga, señala que Metrolínea surgió como 
una alternativa “de gran solución para desestimular el 
uso del vehículo particular”. 

Carlos Pinzón, de 55 años de edad, es usuario 
de Metrolínea y describe el servicio como un sistema 
que no está integrado porque no cubre las rutas para 
toda la población. “Este sistema se creó a partir de los 
intereses de unos particulares, y ahora lo que buscan 
es obligar a las personas a utilizar este mal servicio”, 
asegura Pinzón.

Pinzón indica que las principales fallas del 
Sistema Integrado de Transporte derivan del mal 
funcionamiento que sus directivos le han otorgado, 
ya que el Sistema no cumplió con las expectativas 
de comodidad, seguridad y rapidez. A su juicio no 
fue bien planeado ni diseñado, ni tuvo en cuenta a 
los residentes de los barrios ubicados en sectores 
norte, oriente y occidente, quienes demandan más 
presencia del servicio. 

Según el Departamento Administrativo Nacional de 
Estadística (Dane), hace 22 años Bucaramanga tenía 
415 mil habitantes; ahora supera el millón. Por cada tres 
habitantes existe un vehículo, lo que es desproporcionado 
en términos de infraestructura vial frente el crecimiento 
de la ciudad. En la actualidad, la Dirección de ► 

Sobre la carrera 33 es común escuchar pitos de motociclistas que van 
diciendo “moto, moto, moto”, ofreciendo ‘transporte pirata’ a quienes 

llevan minutos esperando bus. Foto: Karen Campos.

La carrera 27, que hace veinte años era una vía rápida, ahora concentra 
gran flujo vehicular durante todo el día. Foto: Mateo Sánchez.
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Tránsito tiene matriculados 550 mil vehículos entre 
motocicletas y carros en el área metropolitana de 
Bucaramanga. 

El colapso anunciado
Plataforma contactó al experto en vías terrestres 

y transporte Saúl Vergel Peñaranda, quien afirma que 
Bucaramanga pasó de ser una ciudad que hace unos 
años era fácilmente controlada por alféreces, a una por 
cámaras del servicio de la Dirección de Tránsito. Según 
Vergel, este sistema resulta incompetente teniendo en 
cuenta los requerimientos viales. 

Hace 33 años la ‘Ciudad Bonita’ tenía un parque 
automotor de 24 mil vehículos; ahora este es de más 
de 500 mil, pues cada mes se matriculan dos mil 200 
carros y motos. Vergel Peñaranda dice que no se han 
construido nuevas vías que atiendan el gran número 
de vehículos que tiene la ciudad, y que el sistema de 
control y vigilancia de la Dirección de Tránsito no da 
abasto. 

En términos de construcción, Vergel considera 
que cada estación de Metrolínea fue planeada con 
“exageración”, es decir, con puentes muy largos y 
estaciones poco funcionales para los ciudadanos. A su 
criterio, la única estación de transferencia que cumple 
con todos los requisitos es la de Provenza, ya que el 
usuario puede movilizarse del costado norte al sur o 
viceversa, mediante un túnel y accediendo al sistema 
sin salir de la estación. 

Héctor Cáceres asegura que la administración local 
no planeó el desarrollo vial siendo ésta una función de 
la Secretaría de Planeación que, entre sus principales 
tareas, debe formular políticas y proyectos que atiendan 
el crecimiento de la ciudad.

Cáceres advierte que las rutas que diseñó el 
Sistema Integrado de Transporte Masivo fueron norte-
sur, sur-norte, desatendiendo otros flujos de movilidad. 
Los trasbordos no cumplen con un sistema organizado 
ni tampoco con horarios estrictamente establecidos. 
Sobre el desarrollo de las obras de infraestructura vial, 
dice, la administración las ejecuta sin tener en cuenta 
el crecimiento de la población.

Vergel y Cáceres coinciden en que la construcción 
del sistema redujo los carriles incrementando la 
congestión de la ciudad. Otro punto es que la puesta en 
marcha del Sistema sacó de las vías a rutas que cubrían 
en su totalidad la ciudad, situación que para muchos 
ciudadanos va en contravía de sus posibilidades para 
moverse con agilidad en el área metropolitana. 

Frente a las inconformidades que expresan los 
ciudadanos, algunos optaron por el transporte informal 
e ilegal, conocido como ‘moto-taxismo’ o ‘carro pirata’. 
Este tiene un costo de dos mil pesos dependiendo de 
la distancia a donde cada persona se dirija. Cáceres 
señala que aunque el transporte informal genera 
inseguridad en los ciudadanos, muchos se deciden por 
este, y la medida del ‘pico y placa’ no ha representado 
un cambio trascendental para la movilidad.

Cáceres y Vergel sostienen que los gobiernos 
locales deben realizar ajustes en la malla vial y buscar 
reales soluciones al tema de movilidad, pues por la 
inversión que representó la construcción del Sistema 
de Transporte Masivo ya no hay vuelta atrás. 

Los expertos aseguran que la solución está en 
pensar mejor la ciudad y que las instituciones de 
movilidad incorporen a personas especialistas en el 
tema, para que desde la planeación se eviten futuros 
inconvenientes. 

La Empresa de Movilidad y Servicios de Bucaramanga junto a la Dirección 
de Tránsito son las instituciones encargadas de mejorar el flujo vehicular 

en la ciudad y su área metropolitana. Foto: María Fernanda Pacheco.

Bumangueses mencionan que pueden tardar más de una hora en recorrer 
la ciudad debido a los trancones que se forman en diferentes puntos del 

área metropolitana de Bucaramanga. Foto: Karen Campos. 
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Carrasco

El Carrasco, una 
bomba de tiempo

Mil toneladas de basuras se producen en Bucaramanga y su área metropolitana diariamente; sin contar las 
toneladas de los otros municipios que arrojan sus residuos en el Carrasco. Foto: Suministrada por la Emab.

Más de treinta 
años lleva el 
relleno sanitario 
El Carrasco en 
funcionamiento 
y a pesar de los 
numerosos intentos 
de clausurarlo, 
éste se resiste 
a desaparecer 
y a salir de la 
vida pública 
santandereana.
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Por:
Laura Melissa Espinosa | laura.espinosa@upb.edu.co
Tatiana Bonilla | luli.bonilla@upb.edu.co

Pelea con las comunidades, fallas en los terrenos 
seleccionados, problemas con lixiviados (los 

líquidos que emanan las basuras), sobrevuelos de 
aves de rapiña, malos manejos de los residuos sólidos, 
contaminación de fuentes hídricas son algunos 
problemas que aquejan al Carrasco en sus 38 años 
de funcionamiento y que tiene en aprietos a muchos 
buscando su reemplazo. 

La incertidumbre de no contar con un nuevo lugar 
para la disposición de basuras, incluso después de 
más de cuatro años desde su última prórroga para la 
clausura definitiva, pone en alerta a la administración 
pública y los ciudadanos ya que el basurero recibe a 
diario por lo menos mil toneladas de residuos sólidos 
del área metropolitana de Bucaramanga y otros 17 
municipios más. 

El pasado de El Carrasco
Bucaramanga fue fundada en el año 1622. Desde 

esa época hasta 1977 los habitantes vertían los 
residuos en quebradas y ríos pues no había un lugar 
determinado para hacer un manejo de basuras; o las 
quemaban. Fue sólo hasta la década de los 70 cuando 
los desechos se convirtieron en un problema de salud 
pública y el Municipio pensó en seleccionar un lugar 
para el depósito de los residuos sólidos. 

Esta tarea le fue encomendada al ingeniero 
canadiense George Rivoche, quien después de un 
estudio determinó que el lugar ubicado en la autopista 
que conecta en la actualidad a Girón con Bucaramanga, 
y que está cerca del Centro de Eventos y Exposiciones 
de Bucaramanga ‘Cenfer’, era el indicado para 
construir un basurero. La gente lo comenzó a conocer 
con el nombre de ‘El Carrasco’. 

Samuel Prada Cobos, gerente de la Empresa 
Metropolitana de Aseo de Bucaramanga (Emab) desde 
el segundo semestre de 2012, cuenta que para esa 
época no existían las licencias ambientales, lo que 
explica por qué el vertedero de basura nació en 1978 
siendo uno de cielo abierto (Lea entrevista “Cambiar de 
lugar no es la solución”).  

Aunque en 1986 la Secretaría Distrital de Salud 
hizo el primer llamado para cumplir con normas 
sanitarias, fue sólo hasta 1993, quince años después 
de la inauguración del vertedero, que la Corporación 
Regional para la Defensa de la Meseta de Bucaramanga 

(Cdmb) le exigió a la administración local elaborar un 
plan para manejar de forma adecuada los lixiviados. La 
autoridad ambiental hizo esta exigencia porque estos 
líquidos son tóxicos, contaminantes y además nocivos 
para la salud.  

Según un informe de la Procuraduría General 
de la Nación, posterior a una visita que realizó esta 
autoridad al relleno, los lixiviados son los responsables 
de la contaminación de las quebradas La Iglesia y El 
Carrasco, aledañas al vertedero. Pero no son sólo los 
ecosistemas los afectados. Los habitantes del barrio El 
Porvenir, que se estima constituyen alrededor de 6.000 
personas, llevan una década quejándose por los malos 
olores, los gallinazos y la contaminación alrededor de 
su comunidad.

La desesperación de los pobladores de El Porvenir 
los llevó en 2002 a interponer una acción popular 
ante la Defensoría del Pueblo, pidiendo que el relleno 
fuera trasladado. Su principal argumento fue que el 
vertedero atentaba contra sus derechos fundamentales 
y colectivos a la vida digna, la salud y a un ambiente 
sano. Leidy Viviana Mojica, coordinadora de Residuos 
Sólidos de la Cdmb, reconoce que “el Carrasco ha 
ocasionado graves problemas ambientales y de salud”. 

Tal es la situación de colapso del basurero, que desde 
2009 la Alcaldía de Bucaramanga ha declarado tres 
emergencias sanitarias pero de momento no han llegado 
a ninguna solución. Como ha ocurrido durante los últimos 
años (vea la línea de tiempo), tras la emergencia las 
administraciones municipales lo que hacen es prorrogar 
los plazos del cierre definitivo de El Carrasco.

A punta de ‘voladores’ los trabajadores de la Emab espantan a los gallinazos 
que habitan en el relleno sanitario. Foto: Suministrada por la Emab.
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Lebrija

Girón
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Esta vez el Juzgado Cuarto del Circuito 
Administrativo de Bucaramanga le dio un ‘tatequieto’ 
a la Alcaldía, y en septiembre de 2013 se pronunció 
ordenando sellar de forma definitiva El Carrasco; sin 
más plazos. La Administración Local está a contrarreloj 
pues antes del 30 de septiembre de 2015 deberá 
haber una solución.

El ‘viacrucis’ de las prórrogas
La historia del cierre de El Carrasco no es de 

hace un par de meses. Corría el año 2007 cuando la 
autoridad ambiental advirtió que cerraría el vertedero 
si la Empresa de Aseo no lograba la aprobación de 
una licencia ambiental que certificara el buen manejo 
de las basuras. Ese año el basurero no cerró pues la 
solución de la Emab habilitó lo que ellos llaman una 
“celda transitoria”, es decir, un espacio adicional para 
aumentar la capacidad del relleno.

Esta situación se repitió durante 2009, 2011 y 
2013 pues en esos años la administración reconoció 
que el basurero nuevamente colapsaba y decretó tres 

emergencias sanitarias. El gerente del Emab, Samuel 
Prada, advierte que la medida de la “emergencia” sólo 
ha sido un mecanismo usado por la administración 
municipal para extender más los plazos de cierre 
definitivo del basurero.

En los últimos seis años las autoridades 
responsables de solucionar el problema del basurero, 
entre ellos, los Alcaldes del área metropolitana, la 
Cdmb, la Emab, el Área Metropolitana y la Defensoría 
han realizado estudios y propuesto el desarrollo de un 
nuevo depósito de basuras en las veredas Chocoa y 
Peñas, en Girón; en Monterredondo, Piedecuesta; en el 
corregimiento Uribe Uribe, en Lebrija, y en El Guayabal, 
en Cúcuta (ver mapa).

Pero por distintas razones, algunas de ellas 
son problemas sociales con los pobladores, falta 
de licencias ambientales y violaciones al Plan de 
Ordenamiento Territorial (POT), estos municipios 
fueron considerados inviables, aplazándose una vez 
más la solución definitiva. ►

Terrenos descartados por falta de licencias ambientales y problemas con el Plan de Ordenamiento Territorial (POT). Gráfico: Tatiana Bonilla.

Lugares ‘discutidos’ para reemplazar el basurero
Durante cuatro años la administración municipal ha cambiado de parecer sobre los sitios para construir un 

nuevo vertedero.

Cúcuta:   

El relleno sanitario el Guayabal es óptimo por contar con 80 años 
de vida útil y estar a 10 kilómetros del casco urbano de Cúcuta. 
La distancia a la hora de transportar las basuras incrementaría el 
costo del servicio de aseo. 

Lebrija:   

En el corregimiento Uribe Uribe hay un lote apto para el nuevo 
basurero. Se pavimentarían 23 kilómetros para su acceso.

Girón:

En la vereda Peñas. No cumple con la licencia ambiental, por lo 
que queda descartado. En la vereda Chocoa, el predio cuenta con 
licencia ambiental, pero el proceso se encuentra detenido por una 
acción judicial.

Piedecuesta: 

Un lote en la vereda Monterredondo cuenta con licencia ambiental, 
pero la comunidad se opone a que las basuras sean depositadas 
allí. Las autoridades ambientales exigen garantías para que no 
haya una afectación a la población. 
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Defensa del Páramo de Santurbán, considera que 
parte del problema de El Carrasco es falta de voluntad 
política en el Departamento. 

El geólogo asegura que los problemas concernientes 
a la contaminación de las fuentes hídricas son graves, 
y deben ser solucionados con prontitud para evitar 
catástrofes ambientales futuras. Es consciente de la 
necesidad de trasladar el relleno, pero sabe que no 
es una decisión sencilla de tomar, sobre todo porque 
el Departamento le da prioridad a asuntos de menor 
importancia. 

Eslava agrega que también es un problema de la 
comunidad. No solo por ser los productores de los 
residuos sino por no tener la voluntad de colaborar en 
la búsqueda de una solución. “Es cuestión de cambiar 
el chip de la ciudadanía para que se involucre más en 
estos asuntos, pues no le competen únicamente a los 
gobiernos o a las empresas privadas”, dice.

El problema de las basuras no da espera. Como lo 
evidencian las decisiones políticas de los últimos años, 
la solución se va dilatando. Situaciones similares han 
ocurrido en otras partes del país y la experiencia, al 
final, es que cuando sistema de basuras colapsa se 
pone en riesgo la integridad física de la población. 
Ningún ecosistema puede subsistir si está altamente 
expuesto a la contaminación.

Leidy Viviana Mojica, coordinadora de Residuos 
Sólidos de la Cdmb, corrobora esta versión, y 
asegura que aunque la región está en alerta, no 
puede tomarse a la ligera la elección de un sitio 
final para la disposición de desechos. El principal 
argumento es que los concejales, para poder dar 
el visto definitivo, deben estar seguros de que se 
cumplen los protocolos, la aprobación del Plan 
de Gestión Integral de Residuos Sólidos (Pgir) y el 
cumplimiento del POT.

Un estudio de licencia ambiental con 
especificaciones técnicas que consideren las 
afectaciones al recurso hídrico, el tema de vías, la 
vegetación y el cono de aproximación del aeropuerto 
son temas que, para Mojica, tampoco deben ser 
obviados en la elección de un futuro terreno. 

Lo único que se tiene claro en medio del caos 
que ha generado esta situación con las basuras, 
es  que la última prórroga se dio por 24 meses, 
tiempo que culmina el 30 de septiembre de 2015. 
Para esta fecha, las administraciones encargadas 
de los desechos de los bumangueses ya deben 
tener un lugar apto para disponer las basuras de 17 
municipios.

Cuestionan voluntad política
Ricardo Eslava, geólogo de la Universidad Industrial 

de Santander (UIS) y miembro del Comité por la 

Leidy Mojica, coordinadora de residuos sólidos Cdmb. Foto: Laura Espinosa.

Ricardo Eslava, geólogo UIS y miembro del Comité por la Defensa del Páramo 
de Santurbán. Foto: Laura Espinosa.

“Los problemas concernientes a las 
contaminación de las fuentes hídricas 
son graves”: Ricardo Eslava, geólogo.
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Samuel Prada Cobos, gerente de la Empresa 
Metropolitana de Aseo de Bucaramanga 

(Emab), considera que por todos los trámites que 
implica buscar un nuevo lugar para disponer las 
basuras, el Municipio no cumplirá con la prórroga 
de septiembre de 2015. A su juicio, los terrenos 
preseleccionados no cumplen con el 100 por ciento 
de los requisitos, de manera que no será una tarea 
fácil atender la emergencia actual. 

Cobos asegura que de no encontrarse un sitio, 
como gerente acatará la Ley y pondrá punto final 
al depósito de residuos sólidos. Pero le preocupa 
que si esto llega a suceder, el Municipio pondría 
en riesgo a cerca de un millón 200 mil habitantes 
porque el problema trascendería a uno de 
calamidad pública. Otro asunto que le inquieta es 
que el traslado del relleno tendrá un efecto sobre 
los costos de las tarifas de aseo, pues se gastaría 
más presupuesto en combustible y se necesitarían 
una flota adicional de camiones además de recurso 
humano. Esto fue lo que conversó con Plataforma:

Plataforma (Pfm): ¿Cuál sería la solución para dar 
fin al problema del relleno sanitario?

Samuel Prada Cobos (S.P.C.): Está en cambiar la 
política nacional de residuos sólidos por parte del 
Ministro (de Ambiente), para que las comunidades 
sientan que les respetaron los derechos y así 
crear una planta de compostaje o de gasificación 
en cámara, para que el impacto ambiental que 
reciben los vecindarios no sea mayor y puedan 
vivir con tranquilidad.

(Pfm): Al implementar la planta de gasificación, 
¿no aumentarían los costos para los santandereanos?

(S.P.C.): Siempre se aumentan los costos, pero 
es algo que la comunidad santandereana no está 
dispuesta hacer y ese sí que es un inconveniente, 
ya que no quieren hacer parte de la solución 
siendo ellos parte fundamental del problema y no 
pueden únicamente entrar a criticar sin brindar 
solución alguna.

(Pfm): ¿Se creará entonces la planta para atender 
el problema?, ¿qué beneficios, ventajas o desventajas 
traerá esta planta?

(S.P.C.): Se acordó con el señor Alcalde y 
los concejales aportar el dinero para crear un 
planta de lixiviados para los próximos 20 años. 
Ya se hizo un convenio. Se inicia el proceso de 
contratación y construcción (primer semestre 
de 2015) y se tiene un convenio con el Área 
Metropolitana.

La construcción que fue aprobada en 
diciembre de 2014 beneficia a todos, puesto que 
se clausure o no el relleno sanitario, el lugar seguirá 
expidiendo lixiviados durante 20 años después 
de que se cierre y tenemos como empresa la 
responsabilidad ambiental de tratarlos.

(Pfm): ¿Qué es lo que en realidad determina el 
cierre de un relleno sanitario?

(S.P.C.): Cuando cumple la cuota máxima 
de llenado establecida por la norma, luego de 
eso no puede pasarse el límite, y el proceso de 
sellamiento consiste en que el terreno en el que 
antes se arrojaban las basuras se compacta 
bajo 15 centímetros de arcilla y pasto. Se le crea 
un sistema de drenaje y finalmente se realiza la 
clausura para no seguir generando lixiviados. ►

Samuel Prada Cobos, gerente de la Empresa de Aseo de 
Bucaramanga, Emab. Foto: Laura Espinosa.

Entrevista

“Cambiar de lugar 
no es la solución”: 
Gerente de la Emab
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Estos han sido los reveses sobre las prórrogas y emergencias declaradas por 
la Alcaldía de Bucaramanga frente al cierre del vertedero de basura.

1978
Apertura del relleno sanitario

1993
La Alcaldía designa a la Cdmb como 
autoridad ambiental encargada 
para el manejo de los procesos 
ambientales en El Carrasco.

2013
La administración local no encuentra 

un nuevo sitio de disposición y realiza 
una tercera prórroga, declarando otra 

emergencia.

2014
El Municipio establece una nueva 
prórroga que se vence el 30 de 
septiembre de 2015. 

La historia del Carrasco
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2011
La Alcaldía prorroga una vez más el cierre 

aplazando el segundo fallo de 2007. El 
gobierno declara una nueva emergencia.

2015
Se espera decisión sobre el cierre. 

2007
Primera fecha de cerramiento. Sin 
embargo, el relleno continuó su 
operación mediante la apertura de 
una celda transitoria.

2009
La prórroga emitida en el 2007 se 
vence y para evitar una situación 

peor el Municipio decreta la 
primera emergencia sanitaria.

2002
Los habitantes del Porvenir 
interponen una acción popular 
ante la Defensoría del Pueblo, 
alegando afectaciones a su 
derecho a un ambiente sano.

Línea de tiempo: Laura Espinosa.
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Embalse

Embalse de Bucaramanga,

¿Alternativa 
de desarrollo 
para unos 
pocos?

El Embalse de Bucaramanga empezó a construirse el 24 de septiembre de 2010 y culminó en abril. Su fase de llenado empezó el 27 de mayo de  2015. En 2016 
comenzará a suministrar agua a los municipios de Bucaramanga, Floridablanca y Girón. Foto suministrada Vanguardia Liberal, César Flórez.

El Embalse de 
Bucaramanga 
es una obra de 
gran impacto para 
Bucaramanga, 
Floridablanca y 
Girón. Sin embargo, 
para el municipio 
de Tona no ha 
representado 
grandes beneficios. 
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Por:
Paula Andrea Serrano Gélvez | paula.serranog@upb.edu.co
Liliana Rocío Velásquez Hernández | liliana.velasquez@upb.edu.co

El Embalse de Bucaramanga es considerada 
una obra clave porque proveerá de agua 

durante los próximos 50 años a los municipios 
de Bucaramanga, Floridablanca y Girón. Ludwig 
Stünkel García, gerente del Acueducto Metropolitano 
de Bucaramanga (AMB), asegura que será una 
alternativa no sólo para satisfacer la creciente 
demanda del recurso hídrico sino para mitigar el 
impacto del cambio climático.

Pero los habitantes del municipio Tona, a dos 
horas de la capital santandereana y de donde es 
extraído el líquido que llenará el Embalse, la obra 
no representa aún beneficios. Les preocupa que no 
los han informado sobre el desarrollo del proyecto 
y menos del impacto ambiental que este tendrá. 
Saben que existen las llamadas “compensaciones 
ambientales” pero no tienen información al respecto. 

Elías Calderón, habitante de Tona, afirma que 
no ha habido reuniones entre las instituciones 
responsables de la construcción y las autoridades 
ambientales que están a cargo de la protección 
de los ecosistemas. “La verdad es muy poca la 
socialización del proyecto, ya que al Embalse le 
pusieron el nombre de Bucaramanga y hasta donde 
lo tenemos entendido cobija tres veredas de Tona y 
la microcuenca del río que también lleva su mismo 
nombre”, reitera Calderón. 

En esto coincide Elkin Pérez, otro poblador, quien 
explica que ante la poca información, él y una comisión 
del Concejo de Tona decidieron ir hasta las oficinas del 
Acueducto. Solo hasta ese momento varios funcionarios 
les suministraron información general del proyecto. “No 
teníamos conocimiento sobre la obra. Fue una vez que 
fuimos al Acueducto y allá nos explicaron un poco. Nos 
mostraron un video de lo que iba a ser la obra, pero 
tuvimos que buscarlos a ellos”, dice. 

Los toneros esperan que la Cdmb, quien ganó la 
licitación para la construcción de la obra, invierta por 
lo menos 3 mil millones de pesos en la recuperación 
del ecosistema. Esto porque según el Decreto 1900 
de 2006, por el cual se reglamenta el parágrafo 43 
de la Ley 49 de 1993 respecto al uso del agua, todo 
proyecto de infraestructura que use agua extraída de 
fuentes naturales deberá destinar por lo menos el uno 
por ciento del total de la inversión para recuperar, 
conservar, preservar y vigilar la cuenca hidrográfica. 

Nevy Waldino Villamil Vásquez, subdirector de 
Evaluación y Control Ambiental de la Corporación 
Autónoma Regional para la Defensa de la Meseta de 
Bucaramanga (Cdmb), sostiene que “no es necesario 
socializar” lo que se requiere es invertir en reforestación 
“pues la norma no lo establece y muchos de los alcaldes 
del Departamento ya conocían el manejo del Plan de 
Acción, pues han sido miembros del consejo directivo 
de la Corporación, entonces para qué socializar lo que 
ya está socializado”.

Otras preocupaciones
A Elkin Pérez le preocupa que la autoridad ambiental 

además de no haber socializado no use especies 
nativas en la reforestación: “…tengo entendido que 
cuando ellos lo hacen siembran es pino; que en lugar 
de conservar el agua, seca la tierra…”.

Ricardo Restrepo, biólogo de la Pontificia 
Universidad Javeriana de Bogotá, explicó que una 
vez intervenido un ecosistema es imposible que 
vuelva a funcionar como en su origen, pese incluso 
a que se reforeste con especies nativas. “Por eso es 
tan importante que las especies sembradas sean las 
idóneas, porque si se siembran especies de otros 
climas, de otras latitudes, no va a ser lo mismo, no va a 
brindar el mismo servicio”, precisa el experto.

El Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio declaró mediante el Decreto 1463 
del 5 de julio de 2012, que el Proyecto de Regulación del Río Tona-Embalse de 

Bucaramanga es de interés nacional y que se realizaría con capital mixto. Es decir, 
con recursos provenientes del sector público y privado. El Estado aportó 45 mil 

462 millones de pesos. Foto suministrada Vanguardia Liberal, César Flórez.
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Francisco Javier González Gamboa, alcalde del 
municipio de Tona, aseguró que la razón de ser del 
Embalse es el agua que viene del río Tona. Sin embargo, 
el primer mandatario dijo que esta obra ni siquiera lleva 
el nombre del municipio o del río que lo abastase. “…
por tradición todos los embalses llevan el nombre del 
río o del municipio que los abastece, en este caso no se 
lo pusieron porque buscaron que el embalse quedara 
en área o jurisdicción del Bucaramanga pero, reitero, el 
caudal que lo abastece es el río Tona…” 

El Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio declaró 
mediante el Decreto 1463 del 5 de julio de 2012 que 
el Proyecto de Regulación del Río Tona-Embalse de 
Bucaramanga es uno de interés nacional y que se 
desarrollará con capital mixto, es decir, con recursos 
provenientes del sector público y privado. El Estado 
aportó 45 mil 462 millones de pesos. 

Plataforma averiguó sobre cuánta era la inversión 
aportada por el sector privado, pero pese a solicitar 
la información mediante un derecho de petición, no 
recibió una respuesta clara. Sin embargo, en medios 
de comunicación local voceros del Proyecto informaron 
que el costo total de la obra es de 317 mil millones de 
los cuales, 45 mil provienen del gobierno central; 10 mil 
millones de pesos de la Gobernación; 70 mil millones 
del Municipio de Bucaramanga, y el dinero restante, del 
Acueducto y de un crédito. 

El Alcalde de Tona asegura que en relación con 
las retribuciones, la obra no ha representado por el 
momento  “progreso para la región” y que esperan que el 
Proyecto cumpla con la obligación de la compensación 
ambiental estipulado en el Decreto 1900. Nevy Waldino 
Villamil, subdirector de Evaluación y Control Ambiental 
de la Cdmb, explica que la compensación sólo puede 
realizarse seis meses después una vez terminada la 
obra, y que incluso para su ejecución tienen un plazo 
de seis meses más.

Pero a finales de 2014 a la Cdmb le preocupaba 
que a falta de pronunciamiento del Acueducto no 
hubiera un acuerdo sobre cuánta sería la inversión para 
compensación ambiental. Fue sólo hasta octubre de 
ese año, que las instituciones determinaron que serían 
3 mil 170 millones de pesos aproximadamente después 
de una reunión en la que participaron representantes 
del Proyecto, del Acueducto y de la Corporación. En 
este encuentro, las partes acordaron además priorizar 
la compra de varios predios en la parte alta del Embalse 
para garantizar la protección de las zonas boscosas.

Aunque el Proyecto prometió que el llenado del 
Embalse comenzaría en febrero de 2015, por razones 
climáticas esto no sucedió. Al finalizar mayo la Alcaldía 
de Bucaramanga anunció en la prensa local que ya 
estaba por terminar la obra y que empezaría la fase de 
llenado. 

Los toneros insisten al Acueducto y al Municipio 
de Bucaramanga que se les tengan en cuenta, pero 
sobre todo, que cumplan con la exigencia de la 
compensación ambiental, ya que los pobladores temen 
afectaciones sobre sus cultivos debido al aumento de 
la temperatura. El biólogo Ricardo Restrepo explicó 
que cuando el agua está represada, como un ocurre 
en un embalse, ésta se comporta como “un espejo” 
que calienta la tierra.

Esta es una simulación de cómo se verá el Embalse una vez realizado el llenado. 
El proyecto comprende la construcción de una presa de 103 metros de altura, que 

almacenará un volumen de 17,6 millones de metros cúbicos y regulará un caudal de mil 
litros por segundo. Foto tomada de maqueta, Acueducto Metropolitano de Bucaramanga.

En la zona que fue intervenida para 
construir el Embalse de Bucaramanga 

había especies de fauna y flora nativas. 
Los habitantes del municipio de Tona 

esperan que la biodiversidad sea 
preservada y compensada mediante el 
Plan de Acción que promete la Cdmb, 

con recursos de la AMB.
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